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En busca de combatir el crimen organizado y la proliferación de diversas conductas 
punibles, especialmente relacionadas con el tráfico de estupefacientes, el Estado 
Colombiano, con posterioridad a la entrada en vigencia de la Constitución de 1991, 
empezó a regular la acción de extinción de dominio como instrumento para hacerle 
frente a ese flagelo, el cual afecta el orden económico nacional y transnacional. Es así 
como, a partir de ese momento y hasta la fecha, se han promulgado varias leyes para 
regular el procedimiento del trámite extintivo. El presente artículo aborda las 
características principales de cada una de esas normas procesales, para evidenciar 
cómo se ha dado su evolución, señalando algunas de sus virtudes, críticas, avances y 
el alcance efectivo de su aplicación en Colombia.   
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Abstract 
In order to combat organized crime and the proliferation of various punishable 
behaviors, especially related to drug trafficking, the Colombian State, after the 
enactment of the1991 Constitution, began to regulate the action of extinction of domain 
as an instrument to fight the scourge, which affects the national and transnational 
economy. So that, from that moment and to date several laws have been promulgated 
to regulate the procedure of the seizure process. This article addresses the main 
characteristics of each of these procedural rules, to show how their evolution has 
occurred, pointing out some of its virtues, criticisms, advances and the effective scope 
of its application in Colombia. 
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LA EVOLUCIÓN LEGISLATIVA DE LA ACCIÓN DE EXTINCIÓN 
DE DOMINIO EN COLOMBIA 
Introducción 
La evolución legislativa de la acción que es objeto de análisis en el presente 
artículo, se circunscribe a aquella de naturaleza constitucional en virtud de la cual se 
declara la inexistencia del derecho de dominio del patrimonio de procedencia ilícita o la 
indignidad del reconocimiento y protección constitucional dado a la propiedad, al 
haberse destinado o utilizado dicho patrimonio para la ejecución de actividades al 
margen de la ley. 
Esta precisión se hace con el propósito de diferenciar este instituto extintivo de 
cualquier otro con el mismo nomen iuris que se encuentra en el ordenamiento jurídico 
colombiano, a saber, el derecho minero –ley 57/1987, decreto ley 2655/1988, ley 
685/2001–, el derecho agrario –ley 200/1936, ley 100/1944, ley 135/1961, ley 4/1973, 
ley 9/1989, ley 160 y 10/1994, decreto 2811/1974–, el derecho tributario –ley 
223/1995– y la ley de Justicia y Paz –ley 975/2005–, modificada por la ley 1592/2012. 
Cabe señalar que el fundamento constitucional de la extinción del derecho de 
dominio aquí analizado, se instituyó a partir de la expedición de la Constitución Política 
de 1991, al consagrar el ejercicio de esta acción a través de las causales establecidas 
en ese propio mecanismo y no simplemente por la ilegitimidad del título, como venía 
siendo desarrollado desde 1886, lo cual se da independientemente de la adecuación o 
no de tales hechos a una conducta punible o de la declaratoria de responsabilidad. 
Esta cuestión es básica para la comprensión de lo enunciado en la Constitución Política 
en tanto de ella deriva la autonomía e independencia del ius puniendi (C.C., Sentencia 
C-740/2003).  
En ese sentido, resulta oportuno indicar que la primera norma que reglamentó la 
citada acción fue la ley 333/1996, derogada por la ley 793/2002, que después de haber 
sido modificada por la ley 1453/2011 fue finalmente abolida por la ley 1708/2014, actual 
Código de Extinción, código que sufrió algunas enmiendas por la ley 1849/2017.  
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Dado lo anterior, el presente artículo expone el marco jurídico de la acción 
extintiva, ordenando de forma cronológica los cambios normativos que se han dado 
hasta la fecha, así como los referentes jurisprudenciales y doctrinales, destacando 
cómo las diferentes interpretaciones en relación a su naturaleza jurídica han influido en 
su esquema procesal. Así mismo, en el desarrollo ulterior se indican las características 
de cada de una de las leyes que han regulado la extinción de dominio, enfatizando en 
sus diferencias, cambios, avances, ventajas y desventajas, principalmente en lo que 
concierne al ámbito procedimental. 
Para ese efecto, se abordó la metodología histórica a través del acopio de 
artículos, libros, sentencias judiciales y estudios legislativos sobre la acción extintiva, 
aplicando el método propio de la historia que, como explica Gil (1893, citado por 
García, 1983, pp. 611-613), consiste en el estudio y exposición del derecho positivo 
con sus respectivos precedentes de forma cronológica, refiriendo las fuentes de la 
legislación –historia externa– y el contenido de éstas –historia interna–, sin discursear 
sobre los hechos, pues se trata de ilustrar la evolución legislativa y no de elaborar un 
análisis exhaustivo sobre la misma.  
 
Génesis de la Acción de Extinción de Dominio 
Para empezar resulta conveniente advertir que la protección de la propiedad 
privada fue reconocida desde la Constitución de 1886 en el artículo 32, garantía que se 
hacía efectiva siempre y cuando se tratara de derechos adquiridos con justo título, 
aunque en aquellos años de finales del siglo XIX no se preveía consecuencia alguna 
cuando se presentaba ilegitimidad en el mismo. 
Sin embargo, fue a través del artículo 10 del acto legislativo 01/1936 que la 
protección del derecho de propiedad fue condicionada al cumplimiento de una función 
social, en el entendido que ese derecho debía orientarse a la generación de riqueza 
social y su ejercicio legítimo (C.C. Sentencia C-740/2003).   
Es oportuno resaltar que en aquel mismo periodo, el artículo 6 de la ley 
200/1936 sobre régimen de tierras estableció la extinción de dominio en favor de la 
Nación con una finalidad distinta a la figura que es materia de este artículo, dado que 
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aquella buscaba regular conflictos agrarios, conflictos acaecidos con predios rurales en 
los cuales no se ejercía posesión a través de la explotación económica del suelo por 
determinado lapso de tiempo, pero sin que allí se hiciera referencia a aquellos bienes 
con origen o destinación ilícita. 
Así mismo, la ley penal consagraba otras figuras similares relacionadas con la 
comisión de una conducta punible en la modalidad dolosa, previstas como una medida 
accesoria o una consecuencia civil dependiente a la responsabilidad penal. Es decir, 
para su procedencia se requería una decisión judicial que previamente declarara un 
responsable penal por la actividad ilícita cometida, por ejemplo el decomiso en favor del 
estado de las armas, instrumentos y objetos con que se hubiera cometido un delito o 
los bienes producto de su ejecución (artículo 308 del decreto 409/1971). 
No obstante, es con ocasión de la Constitución de 1991 que se consagró la 
declaratoria de extinción de dominio como hoy la conocemos; es decir, como aquella 
excepción a la protección de la propiedad privada de los bienes adquiridos mediante 
enriquecimiento ilícito, en perjuicio del tesoro público o con grave deterioro de la moral 
social, como se establece en el artículo 34, o por el incumplimiento de la función social 
y ecológica que constitucionalmente se impone a la propiedad, verbigracia, cuando se 
destina o utiliza el patrimonio para la comisión de una actividad ilícita (Constitución 
Política, 1991, artículo 58). 
Resulta pertinente señalar que esta figura surgió a raíz de la coyuntura por la 
que estaba pasando el país en virtud del avance del narcotráfico, el cual favoreció el 
auge del enriquecimiento injustificado. Así pues, el constituyente de 1991 legisló con la 
finalidad de promover el trabajo honrado y desestimular la consecución de patrimonio a 
través de actos ilícitos, en tanto es imposible avalar la ilegitimidad del título o la 
destinación indebida de los bienes. Cabe resaltar que dicha acción ha sido adoptada 
como un mecanismo para hacer efectiva la política encaminada a la desarticulación de 
organizaciones criminales que generan riqueza ilícita con grave afectación al sistema 
económico del país.  
Es que, si bien la propiedad privada ha sido reconocida como un derecho, no se 
trata per se de uno de carácter fundamental. De ahí que la misma Constitución de 1991 
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le ha impuesto límites a su ejercicio enfatizando el deber de cumplir su función social y 
ecológica dirigida a la preservación de los intereses sociales. Por tanto, su  
reconocimiento y protección se garantiza sólo a aquel ciudadano que acate esas 
funciones y que haya adquirido la propiedad mediante el trabajo honesto, de manera 
legítima, lícita y sin menoscabo de la sociedad o del Estado. 
Es así como la Corte Constitucional (C.C. Sentencia C-176/1994), al estudiar la 
Convención de Viena de 1988, enfatizó que la garantía de la propiedad privada se 
circunscribe a aquella que ha sido adquirida con arreglo a las leyes y que cumple con 
las funciones que le son inherentes. Por tanto, era admisible prever en el ordenamiento 
jurídico colombiano la extinción del derecho de dominio de los bienes que incumplan 
con dichos parámetros, al no ser objeto de amparo constitucional.  
El análisis histórico permite verificar que en aquella oportunidad se consideró que 
la extinción de dominio constituía una forma propia de decomiso, vista ésta figura como 
una sanción penal derivada de una causa legítima por la comisión de un ilícito. Así, el 
artículo 5 de la Convención de Viena estableció que cada país participante era 
autónomo de regular los eventos en que era aplicable esa figura, así como definir el 
procedimiento para tal efecto (ONU, 1988). Cabe advertir que los países participantes 
en la Convención se comprometieron a luchar contra el blanqueo de capitales y el 
narcotráfico.  
Tiempo después, la Corte Constitucional diferenció el carácter administrativo del 
decomiso con el preferentemente patrimonial de la extinción del dominio (C.C. 
Sentencia C-194/1998) y en sentencia posterior definió la extinción de dominio como 
una sanción patrimonial independiente del proceso penal, advirtiendo que el instituto 
extintivo orientado a declarar la propiedad cuestionada no puede ser objeto de 
protección constitucional al haberse adquirido de forma ilegítima o haberse utilizado 
para actividades ajenas a la función social y ecológica que le corresponde. (C.C. 
Sentencia C-374/1997) Es decir, su finalidad “radica en destruir el velo de aparente 
legalidad que recae sobre el derecho de dominio de un bien, que por su origen ilegal 
nunca ha nacido, pero goza de apariencia de legalidad” (Tobar, 2013, p. 22). 
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El año 1997 resultó muy fecundo en este campo de la jurisprudencia, ya que en 
ese mismo periodo la alta corporación constitucional destacó el carácter autónomo y el 
fundamento constitucional de la acción extintiva, prevista como una figura de 
consecuencias netamente patrimoniales que no corresponden a un tipo de sanción 
penal (C.C. Sentencia C-409/1997). Es de advertir que a la postre se continuó con el 
enfoque sancionatorio, al considerar que la confiscación y la extinción constituyen 
sanciones, la primera proscrita y la segunda autorizada por el ordenamiento 
constitucional. (C.C. Sentencia C-677/1998). 
Lo anterior fue objeto de modificación por parte de la Corte Constitucional al 
resolver sobre la constitucionalidad de la ley 793/2002, dejando de lado el carácter 
sancionatorio o punitivo que se venía manejando, para precisar que “la acción de 
extinción de dominio se dotó de una particular naturaleza, pues se trata de una acción 
constitucional pública, jurisdiccional, autónoma, directa y expresamente regulada por el 
constituyente y relacionada con el régimen constitucional del derecho de propiedad” 
(C.C., Sentencia C-740/2003). 
Así mismo, se precisó que la extinción de dominio procede por dos causales 
fundantes, a saber, i) el origen o la procedencia ilícita del bien, caso en el cual no se 
logra consolidar el derecho de propiedad, sino un derecho aparente portador de un 
vicio originario (C.C., Sentencia C-740/2003); ii) el uso o destinación ilícita de aquellos 
bienes que a pesar de haber sido adquiridos conforme a la ley fueron destinados de 
manera contraria a la función social que le es inherente. 
De ahí deriva el carácter declarativo de la sentencia extintiva, dado que en el 
primer evento se declara la condición espuria del derecho simulado que se presumía y 
que, por tanto, el accionado no era en realidad titular de una garantía digna de 
reconocimiento y protección jurídica. Por otra parte, en el segundo evento se declara 
que el derecho de propiedad que se ejercía dejó de ser merecedor de ese amparo a 
partir del momento en que el titular desconoció los fines de la propiedad. De manera 
que el derecho de dominio no se pierde como consecuencia de la sentencia judicial, 
sino por la concurrencia de la causal. Así, la sentencia simplemente declara el 
acaecimiento de la misma (Martínez et al., 2015). 
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Con posterioridad, la Corte Constitucional, al revisar la ley 1708/2014, reafirmó 
que la extinción de dominio “es un mecanismo que busca enfrentar la grave 
proliferación de conductas ilícitas de muy diverso origen”, destacando que la aplicación 
de la extinción va más allá de la comisión de un delito, ya que el legislador está 
facultado para establecer las causales por las que se procede, independientemente 
que tengan relevancia penal, pues éstas parten de una actividad ilícita más no de un 
delito, aunque en principio todas se encuentra ligadas, pero aclarando que el legislador 
puede prever otras en tanto es más amplio el aspecto de la ilicitud que del punible. 
(C.C. Sentencia C-958/2014). 
 
 
Evolución del esquema procesal 
Es así como, en desarrollo de esas disposiciones constitucionales, ha existido 
una evolución legislativa en cuanto al procedimiento establecido para la declaratoria de 
la extinción de dominio, el que inició con la ley 333/1996 vinculado con el derecho 
penal, enfatizando que la acción extintiva dependía de la acción penal, tanto así que la 
competencia del juzgamiento correspondía al juez a cargo del proceso penal.  
Es necesario advertir que dicha norma fue suspendida por el decreto 1975/2002, 
proferido por el gobierno nacional en ejercicio de sus facultades extraordinarias 
conferidas por el artículo 213 Superior y en desarrollo del Estado de Conmoción interior 
declarado en el territorio nacional, con el propósito de lograr eficacia en los procesos de 
extinción de dominio e impedir el ingreso al sistema económico del país de recursos 
financieros originados en cualquier actividad ilícita. 
Finalmente, esta norma fue derogada por la ley 793/2002 con la que se logró la 
autonomía e independencia de la extinción de dominio con la responsabilidad penal, la 
cual instauró la improcedencia de la prejudicialidad y fijó incentivos por colaboración a 
la justicia, legislación que, luego de múltiples reformas, fue abolida por la ley 
1708/2014, actual Código de Extinción de Dominio, el que fue recientemente 
modificado por la ley 1849/2017. Visto lo anterior, se analizarán cada una de esas 
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normas procesales para  evidenciar las diferencias, avances y cambios que cada una 
produjo en el trámite extintivo. 
Como se mencionó en párrafos anteriores, la expedición de la ley 333/1996 
surgió con la finalidad de atacar el crimen organizado y detener el flujo de recursos 
ilícitos, además de cumplir los pactos internacionales, acciones que permitieron 
desarrollar un instrumento jurídico para desestimular la ejecución de actividades ilícitas 
a través de la persecución de los bienes utilizados u obtenidos como consecuencia de 
ello o en las circunstancias enunciada en el inciso 2 del artículo 34 de la carta magna 
(C.C. Sentencia C-374/1997).  
Aunque en principio la ponencia de esta ley estaba dirigida a una acción extintiva 
de naturaleza pública y contenciosa administrativa, luego de varios debates legislativos 
fue finalmente dotada como una acción jurisdiccional de carácter público, con 
implicaciones civiles, concebida con una sanción patrimonial, independiente de la 
acción y de la responsabilidad penal, pero a cargo de la justicia penal y, por tanto, 
vinculada a figuras propias de ese procedimiento, lo cual reflejaba su incipiente 
autonomía (Martínez et al., 2015).  
Desde esa coyuntura se previó un procedimiento escrito bifásico al constar de 
dos etapas. Una primera fase dirigida por la Fiscalía de la General de la Nación, 
entidad a la cual desde ese momento el legislador le atribuyó la competencia para 
instruir la acción de extinción de dominio, al considerar que se trataba de una 
institución especializada en investigar hechos que pueden eventualmente indicar el 
posible acaecimiento de una conducta punible, teniendo en cuenta que el actual 
desarrollo de las causales extintivas remite a la comisión de actividades ilícitas y –aún 
más en esa norma– que las causales eran tipificadas a partir de delitos. 
La segunda fase de dicho procedimiento hace referencia a una etapa de 
juzgamiento de competencia de los jueces penales que conocían del proceso penal. 
Así, el trámite extintivo dentro de esa actuación se surtía en cuaderno separado 
(artículos 14 y 15 de la ley 333/1996) y únicamente se conocían solicitudes de 
procedencia. La notificación del proceso se realizaba en la primera fase, siguiendo la 
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forma y los términos allí previstos. A los no comparecientes y terceros indeterminados 
les era designado un curador ad litem para que velara por sus derechos e intereses. 
El resultado fue que a partir de esta ley se estableció la imprescriptibilidad e 
intemporalidad de la acción de extinción de dominio, además de su carácter 
retrospectivo dado que el patrimonio ilegítimamente adquirido no puede sanearse. En 
consecuencia, no es dable impedir al Estado su persecución “aun tratándose de 
situaciones jurídicas existentes con anterioridad a la vigencia de la ley” (C.C. Sentencia 
C374/1997). 
No obstante, la Corte Constitucional se pronunció con posterioridad modificando 
su postura a través de una sentencia de tutela en la que puso en entredicho esa última 
característica y la independencia de la acción extintiva al proceso penal, para lo cual 
señaló que la extinción de la acción penal impedía continuar el trámite de extinción de 
dominio so pena de vulnerar el derecho al debido proceso (C.C. Sentencia T212/2001). 
Debido a las diferentes imprecisiones que presentaba dicha ley, su aplicación se 
tornó insuficiente e ineficaz pues, como señaló la Fiscalía General de la Nación en 
oficio 000470/2002 presentado ante la Corte Constitucional (Sentencia C-1007/2002), 
la discrepancia en la interpretación y aplicación, debido a la mixtura de disposiciones 
civiles, penales y administrativas allí contempladas, así como la ausencia de claridad 
acerca de la autonomía del trámite de extinción de dominio respecto del penal, entre 
otros, fueron obstáculos para la efectividad de ese instrumento jurídico.  
Lo anterior conllevó a que la Fiscalía, invocando motivos de política criminal, 
promoviera la reformulación del modelo procesal. Dicha acción desembocó en el 
decreto legislativo 1975/2002, mediante el cual se suspendió la ley 333/1996. Cabe 
señalar que el citado decreto, a pesar de su corta vigencia, aportó grandes avances en 
la evolución de la acción de extinción de dominio, ya que la independizó de la 
responsabilidad penal, eliminó las reglas de prejudicialidad, las excepciones previas e 
incidentes procesales, redujo los términos procesales, dispuso la prelación del trámite e 
incorporó estímulos por colaboración con la justicia (C.C. Sentencia C958/2014). 
Esto último fue tenido en cuenta en la expedición de la ley 793/2002, ya que en 
el artículo 4 se condensaron las reformas propuestas por el citado decreto, reiterando 
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su autonomía e independencia en relación con la acción penal, pretendiendo una 
mayor celeridad y eficacia en el procedimiento bajo el argumento que, tratándose de  
 
(…) una acción real sui generis levantada para la protección de los 
derechos de la sociedad frente a los delitos que la afligen, es apenas 
explicable que siempre dentro de los cánones más rigurosos del debido 
proceso se agilice su trámite y se eviten recursos innecesarios e 
injustificadas dilaciones. (Cámara de representantes, proyecto de ley 86, 
2002, G.C. 402). 
 
Fue así como se estableció un procedimiento con tendencia inquisitiva, 
continuándose con la estructura básica de dos etapas. La primera etapa se dividió en 
dos procedimientos: una fase inicial en la que se realizaban los actos de investigación y 
se recaudaban los medios de prueba, la cual terminaba y daba paso a la segunda, es 
decir, a la resolución de inicio o inhibición que, luego de ser notificada a los sujetos 
procesales e intervinientes, daba apertura a un periodo probatorio. Concluido este 
periodo, se corría traslado a las partes para alegar de conclusión, después de lo cual 
se resolvía dictar resolución de declaratoria de procedencia o improcedencia, decisión 
susceptible de apelación en tanto una vez ejecutoriada se remitía al juez. 
De no ser apelada la improcedencia en la que se reconocían derechos de 
terceros de buena fe, se debía surtir el grado jurisdiccional de consulta ante los fiscales 
de segunda instancia. En caso de ser confirmada, se declaraba cosa juzgada sólo en 
ese evento. En los demás casos de improcedencia, por el contrario, sino era apelada o 
se confirmaba la apelación, debía remitirse al juez competente para que adoptara la 
decisión definitiva. Por tanto, se entendía que en ese caso la declaratoria de 
improcedencia de la fiscalía no surtía efecto alguno hasta tanto fuera ratificado en 
sentencia (ley 793/2002, artículos 12 y 13). 
Por su parte, la etapa de juzgamiento estaba en cabeza de los juzgados penales 
del circuito especializado donde se encontraran ubicados los bienes (ley 793/2002, 
original, artículo 11). Sin embargo, el Consejo Superior de la Judicatura, por medio del 
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acuerdo 1692/2003 creó cinco juzgados penales de circuito especializados de 
descongestión en el distrito judicial de Bogotá para que conocieran de manera 
exclusiva los procesos de extinción de dominio, actuaciones que fueron posteriormente 
remitidas a los juzgados doce, trece y catorce penal del circuito especializados de 
Bogotá, instituidos mediante acuerdo PSAA10-6853/2010, a los que le fue cambiada la 
denominación a juzgados primero, segundo y tercero penal del circuito especializados 
de extinción de dominio, en virtud de la competencia exclusiva fijada en el artículo 79 
de la ley 1453/2011 que modificó el artículo 11  de la ley 793/2002 (C.S. Jud., acuerdo 
PSAA11-8724). 
Así, recibido el expediente en el juzgado, se avocaba conocimiento y se corría 
traslado común a las partes para que solicitaran o aportaran pruebas. Una vez 
practicadas las mismas, se les daba traslado para que presentaran sus alegatos de 
conclusión y se procedía a emitir sentencia, la cual tenía efectos erga omnes sobre la 
que procedía recurso de apelación que era resuelto por la Sala Penal del Tribunal 
Superior del distrito judicial de Bogotá. Así mismo, en caso de negarse la extinción y no 
ser apelada, se sometía ante esa misma dependencia al grado jurisdiccional de 
consulta.  
Es importante destacar que esta norma fue objeto de reformas con las leyes 
1395/2010 y 1453/2011. La primera de ellas, buscando imprimir celeridad al 
procedimiento, incorporó el trámite abreviado para bienes sin titular identificado y 
estableció que las técnicas de investigación que afectaran derechos fundamentales 
debían seguir las reglas previstas para ese efecto por la ley 906/2004.  
La ley 1453/2011, por su parte, pretendiendo mayor eficacia y eficiencia, reformó 
algunas causales, como por ejemplo la creación de la declaratoria de improcedencia 
extraordinaria, además de eliminar la remisión a la ley 600/2000, dejándola de manera 
exclusiva al Código de Procedimiento Civil. De esa manera cambió las causales de 
nulidad por las contempladas en el estatuto procesal civil, a pesar de que muchas no 
guardaban relación con el proceso de extinción de dominio, pero adicionalmente 
atribuyó el control de garantía y legalidad de los actos de investigación a los jueces de 
extinción de dominio. 
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Lo anterior, en vez de lograr el propósito que perseguía, conllevó una involución 
del esquema procesal al generar incongruencias y contradicciones, 
 
(…) a tal punto de revivir problemas jurídicos que habían sido 
superados, como la prelación de las normas del Código de 
Procedimiento Civil para llenar los vacíos normativos, olvidando el 
legislador que con anterioridad dicha fórmula había sido un total fracaso, 
pues fue la integración normativa con el procesal civil, una de las 
principales razones que habían obligado a replantear todo el esquema 
procesal de la mencionada ley 333/1996. (Martínez et al., 2015, p. 52) 
 
Es decir, debido al problema de dispersión de los principios y de las reglas 
aplicables que no estaban en una sola codificación, los cuales reflejaban serias fallas 
estructurales del procedimiento, el legislador se vio compelido a rediseñar este instituto, 
recogiendo la interpretación y principios dados por la Corte Constitucional de Colombia, 
eso sí siguiendo otros modelos procesales, como la ley Modelo de Extinción de 
Dominio para América Latina (2011), elaborada por expertos internacionales con el 
patrocinio de la Oficina contra la Droga y el Delito de la Organización de las Naciones 
Unidas –UNODC– dentro del programa de Asistencia Legal en América Latina y el 
Caribe –LAPLAC–. 
En ese contexto fue que se expidió la ley 1708/2014, actual Código de Extinción 
de Dominio, en el que se reafirma la naturaleza jurídica de la acción extintiva, esto es, 
de índole constitucional, que establece un régimen probatorio propio y redefine la 
noción de la acción de extinción de dominio, develando su disimilitud con el instituto 
extintivo con el propósito de lograr una mayor claridad conceptual e instaurar un cuerpo 
normativo sistemático y un procedimiento especial, dado que en las anteriores 
legislaciones no se diferenciaba la figura de la acción, a tal punto que se confundía una 




Es así como el artículo 15 de la citada ley 1708/2014 previó el concepto de 
extinción de dominio, señalando que es  
 
(…) una consecuencia patrimonial de actividades ilícitas o que deterioran 
gravemente la moral social, consistente en la declaración de titularidad a 
favor del Estado de los bienes a que se refiere esta ley, por sentencia, sin 
contraprestación ni compensación de naturaleza alguna para el afectado. 
(C.E.D.) 
 
Es por lo anteriormente expuesto que la acción de extinción de dominio ha sido 
interpretada como el mecanismo procesal apto para declarar la improcedente 
protección y reconocimiento de una propiedad con procedencia ilegítima o que ha 
incumplido con las funciones que le son exigibles. En otras palabras, dicha acción debe 
ser entendida  como: 
 
(la) facultad que tiene la Fiscalía General de la Nación para poner en 
movimiento el aparato jurisdiccional del Estado, con el propósito de 
obtener esa declaración de titularidad a favor del Estado de los bienes 
provenientes de, o destinado a, actividades ilícitas o que deterioran 
gravemente la moral social. (Rivera, 2018 p. 17) 
 
De otra parte, en esta norma se conservó el procedimiento escrito, dividido en 
dos etapas. Una inicial o preprocesal, a cargo de la Fiscalía General de la Nación, y 
otra de juzgamiento presidida por los jueces de extinción de dominio. Empero, la 
primera fue restructurada al ser subdividida en tres fases: i) fase inicial en la que se 
efectúa la investigación y el acopio de pruebas; ii) fase de fijación provisional de la 
pretensión de la Fiscalía; y iii) fase de requerimiento de extinción o de improcedencia 
que se presenta ante el juez.  
Igualmente se modificó la notificación, participación de los afectados y los 
medios de impugnación, al eliminarse las notificaciones, el periodo probatorio, el 
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traslado para alegar y la segunda instancia en esa etapa. Cabe señalar que este último 
fue modificado al ser sustituido por el control de legalidad que se creó para las medidas 
cautelares, para ser invocado, reglado y dirimido por el juez de extinción de dominio 
mientras se retoma el control judicial de los actos de investigación que afecten 
derechos fundamentales por parte de los jueces penales con función de control de 
garantías (C.C. Sentencia C-516/2015).  
Lo anterior, con el ánimo de obtener mayor celeridad y efectividad al suprimir 
etapas procesales, a la vez que reafirmaba el principio de inmediación probatoria, dado 
que en la anterior norma se preveían dos etapas probatorias y de alegatos, lo cual se 
tornaba innecesario pues las pruebas en cada etapa no variaban y los alegatos solían 
ser repetitivos.  
De igual forma se prescindió de la resolución de inicio y en su lugar se instauró 
la resolución de fijación provisional de la pretensión, establecida como un acto de parte 
y no de carácter procesal. Por lo mismo, al ser un acto de mera comunicación no era 
susceptible de recursos, pero a partir de ese momento se levantaba la reserva de la 
actuación, permitiendo presentar oposición como forma de controvertir la decisión, la 
cual impera señalar comunicación a los afectados y no como sucedía antes que se 
notificaba incluso a los terceros indeterminados. 
Asimismo, a diferencia de la resolución de procedencia e improcedencia, el 
requerimiento de declaratoria de extinción o de improcedencia que se profería a 
continuación, al ser también un acto de parte, no era apelable ni objeto de invalidez, 
pues su contradicción es propia de la etapa de juzgamiento. En palabras del legislador, 
lo que se propuso fue  
 
(…) un cambio de naturaleza, en lugar de ser un acto judicial susceptible 
de impugnación a través de apelación o de control de legalidad a través 
de la consulta, pasa a ser un acto de parte cuto control tiene lugar en el 
escenario natural donde se dirimen los litigios entre los particulares y el 
Estado, en un juicio público y contradictorio. (Cámara de Representante, 
proyecto de ley 263/2013, G.C. 174) 
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Además de lo señalado, se abolió la figura del curador ad litem al considerar que 
era inocua por cuanto el designado carecía de medios idóneos para ejercer una 
verdadera defensa material de quienes representaba, pues carecía de la información 
necesaria y no tenía aproximación con aquellos, por lo que su labor se limitaba a vigilar 
y exigir el respeto al debido proceso, función que perfectamente cumplía y podía seguir 
cumpliendo el agente del Ministerio Público, como representante de la sociedad y 
salvaguarda del orden jurídico. 
Este nuevo estatuto contempló la figura de la confesión, posibilitando que el 
afectado durante la fase inicial pueda reconocer que el bien perseguido está incurso en 
una causal de extinción, con lo cual se hace acreedor a unos beneficios o una 
retribución de 3% por colaboración con la justicia. En ese evento, la resolución de la 
fijación provisional resulta suficiente para sustentar ante el juez la pretensión extintiva. 
Por tanto, el juzgador, una vez recibida la actuación, debe proceder a proferir la 
sentencia de extinción de dominio por vía anticipada. 
Adicionalmente, se introdujo la acción extraordinaria de revisión, que constituye 
una excepción contra la inmutabilidad de la cosa juzgada que emana de la sentencia 
cuya revisión se propende. Para ello se establecieron tres causales taxativas (artículo 
73 de la ley 1708/2014) y se previó de unas formalidades y un trámite que es de 
competencia de la Salas de Extinción de Dominio de los Tribunales Superiores, 
quienes conocen en primera instancia, mientras los recursos de apelación y queja 
interpuestos en este trámite son conocidos por la Sala de Casación Penal de la Corte 
Suprema de Justicia. 
De acuerdo al artículo 38 del Código de Extinción de Dominio, la acción de 
revisión en el proceso extintivo únicamente procede contra las sentencias en firme 
proferidas por las Salas de Extinción de Dominio de los Tribunales Superiores de 
Distrito Judicial, de manera que, cuando se declara la extinción de dominio, es 
necesario para la interposición de la demanda de revisión que previamente se haya 
agotado el recurso de apelación en contra de la sentencia de primera instancia 
proferida por el Juzgado de Extinción, lo cual no sucede tratándose de una sentencia 
que niega la extinción, pues en todos los eventos serán susceptibles de revisión, ya 
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que el litigio se resuelve ante esa corporación, bien sea en virtud del recurso de 
apelación o en sede consulta.  
Así pues, se modificó el trámite dado al requerimiento de improcedencia por 
parte del juzgado fallador, pues, a diferencia de la ley 793/2002, la nueva normatividad 
(artículo 136 del Código de Extinción de Dominio) no dispone una etapa probatoria 
propia, dado que, en caso de encontrarse infundada esa pretensión, no hay lugar a la 
práctica de pruebas ni a proferir sentencia, sino a la devolución de las diligencias ante 
un nuevo delegado de la fiscalía.  
Con la entrada en vigencia del Código de Extinción de dominio, se dispuso la 
creación de Juzgados Especializados de Extinción de Dominio en diferentes distritos 
judiciales (artículo 215), con el fin de descentralizar lo que antes únicamente recaía en 
el Distrito Judicial de Bogotá. Mientras dichos juzgados eran instituidos, se embistió de 
competencia transitoria a los jueces penales del circuito especializados (parte final del 
primer inciso, artículo 35 original), aunque, ante la falta de creación de juzgados en 
algunos distritos, la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, 
mediante acuerdo PSAA16-10517, fijó la competencia territorial de los Distritos 
Especializados de Extinción de Dominio, así: 
Tabla 1. Competencia territorial de los Distritos Especializados de Extinción de Dominio 
 
Fuente: Acuerdo PSAA16-10517, Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura. 
 
Esta codificación fue objeto de modificación por la ley 1849/2017, al considerar 
el legislador la necesidad de realizar ajustes normativos para fortalecer el esquema 
procesal establecido y así lograr una mayor celeridad y efectividad, además de 
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armonizar el proceso con la política criminal vigente. Estos cambios se centraron en 
armonizar el proceso con dicha política, por lo que se hizo énfasis en  
 
(…) mejorar los tiempos del proceso, ajustar el procedimiento de 
notificación de los sujetos procesales, implementar un nuevo modelo de 
justicia premial y establecer la carga dinámica de la prueba en el proceso 
junto con una presunción probatoria para bienes asociados con grupos 
delictivos organizados. (Senado, proyecto de ley 171, 2016, G.C. 946) 
 
Fue así como surgieron las siguientes reformas al Código de Extinción de 
Dominio. En primer lugar se modificó el carácter real de la acción de extinción de 
dominio por patrimonial. Sin embargo, como lo aclaró la Sala de Extinción de Dominio 
del Tribunal Superior de Bogotá, la acción extintiva no recae en la variedad genérica de 
los derechos patrimoniales, porque el juicio no versa sobre una cualquiera de las 
especies de éstos, cuya particularidad radica en la posibilidad de poder cuantificarse 
económicamente, sino que, en un proceso como el de marras, la cuestión gira 
exclusivamente en torno a la titularidad sobre el poder real dado el incumplimiento de 
los artículos 34 y 58 de la Constitución Política (T. Sup. Btá. Auto 2018). 
Así mismo, con la finalidad de hacer más expedito el trámite, se suprimió la fase 
de fijación provisional de la pretensión. Por tanto, la etapa de investigación, a cargo de 
la Fiscalía, ahora culmina con la demanda de extinción de dominio, resolución de 
archivo o declaratoria de improcedencia. Aunque esto último no se señaló 
expresamente en la conclusión de la fase inicial (C.E.D., artículo 123), el trámite de 
improcedencia no se eliminó y, por ende, se debe entender que bien puede la Fiscalía 
invocar esa pretensión.  
Procurando armonizar el proceso de extinción de dominio con ordenamientos 
más afines a la naturaleza de las acciones patrimoniales, como el previsto en el Código 
General del Proceso, se modificó la denominación del requerimiento de extinción de 
dominio a cargo de la Fiscalía por «demanda de extinción de dominio». Por ende, el 
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auto que avoca conocimiento del juicio proferido por el juez de conocimiento pasó a 
auto admisorio de la demanda. 
Como consecuencia de lo anterior, se enfatiza en la calidad de demandante de 
la Fiscalía y, por ende, la fase inicial a cargo de ésta goza de carácter reservado, 
concentrando la oposición por parte del afectado en la etapa de juzgamiento, por 
cuanto, a juicio del legislador, las oposiciones en sede de Fiscalía carecen de sentido al 
tratarse de una disputa entre partes. Cabe anotar que el término para que las partes 
presenten objeción a la demanda, soliciten declaratoria de incompetencia, 
impedimento, recusación, nulidad, aporten o soliciten pruebas, que antes era de cinco 
días, se amplió a diez. 
Teniendo en cuenta que la ley 1708/2014 establecía el aviso como un simple 
medio de citación al afectado para que compareciera al juzgado a notificarse, se 
consideró reformarlo para incorporar en su lugar el aviso como una forma de 
notificación autónoma pero subsidiaria, el cual se deja a cargo del demandante, que en 
este caso corresponde a la Fiscalía, siguiendo la regulación del Código General del 
Proceso. 
Otra de las modificaciones fue sustituir la autorización del fiscal o juez por la 
constitución de una garantía de reserva técnica para que el administrador del fondo 
para la rehabilitación, inversión social y lucha contra el crimen organizado proceda a la 
enajenación temprana, chatarrización, demolición y/o destrucción de los bienes con 
medidas cautelares, al estimarse que ese beneplácito era innecesario e impedía la 
adecuada administración de los bienes y así guardar coherencia con la ley Modelo 
sobre Extinción de Dominio (2011), que no prevé ningún control o autorización para la 
venta anticipada de bienes. 
En ese orden de ideas se reformuló el porcentaje de retribución al que se hace 
acreedor el afectado que se acoja al trámite abreviado, fijando hasta un 3% en el evento 
que quiera conservar un bien, o un 5% del valor de los bienes que sean objeto de 
colaboración hasta el límite máximo de 2500 smlmv (ley 1849/ 2017, artículo 39). A este 
tenor, al particular que brinde información efectiva sobre la existencia de bienes que estén 
inmersos en alguna causal de extinción de dominio se le concederá igual monto (ley 
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1849/2017, artículo 29). Adicionalmente se da la posibilidad de acceder a esa justicia 
premial en la etapa de juzgamiento, hasta el traslado previsto en el artículo 141 del Código 
de Extinción de Dominio.  
Otro aspecto a resaltar es que se estableció una presunción probatoria para 
bienes vinculados con grupos delictivos organizados, bien sea por origen y/o 
destinación, con el propósito de subsanar el desequilibrio procesal existente entre el 
Estado y las organizaciones macrocriminales, debido a que estás últimas acuden a 
diferentes técnicas para ocultar o encubrir la ilicitud. 
Es de advertir que la competencia territorial para conocer de la etapa de 
juzgamiento continúo recaerá en los jueces de extinción de dominio del distrito judicial 
donde se encuentran los bienes y que, de acuerdo a la interpretación de la Sala de 
Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia (Auto AP983-2016/47511), tratándose 
de muebles se debe conocer dónde fueron hallados –descubrimiento inicial–. Sin 
embargo, en caso de que se trate de bienes en diferentes distritos judiciales 
corresponde al juez del distrito con mayor número de jueces. Finalmente, en el evento 
de igual número de patrimonios, el competente será el juez de cualquiera de los 
distritos en que se encuentren los bienes, a elección del demandante, dando aplicación 
al numeral 7 del artículo 28 del Código General del proceso. 
 
Vigencia de las leyes y régimen de transición 
Como se advirtió en párrafos anteriores, el 20 de enero de 2014 fue promulgado 
el Código de Extinción de Dominio (ley 1708), aunque entró a regir seis meses después 
de la fecha de promulgación, esto es, el 20 de julio de 2014, derogando expresamente 
las leyes 793/2002, 785/2002, 1330/2009 y todas las que la modifican, adicionan o 
resulten contrarias o incompatibles con las disposiciones de dicho código. 
Cabe señalar que en dicha ley se contempló un régimen de transición (artículo 
217), el cual, de acuerdo a la primigenia interpretación de la Sala de Casación Penal de 
la Corte Suprema de Justicia (Autos AP1654-2017; AP4553-2016, AP6957-2016, entre 
otras), solamente estaba referido a las causales de extinción de dominio legalmente 
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contempladas al momento de dictarse la resolución de inicio. Dicho régimen no 
comprendía las restantes instituciones sustanciales o procesales contenidas en las 
diferentes normas que ha regulado el tema, lineamiento acogido por el órgano de cierre 
de la acción extintiva, esto es, la Sala de Extinción de Dominio del Tribunal Superior de 
Bogotá (Auto, 2018, Rad. 200 E.D).  
En consecuencia, se sostuvo que, como nada se dijo en relación con el rito 
procesal por el que debían continuar las actuaciones que se venían adelantando con la 
ley 793/2002, correspondía acudir al artículo 40 de la ley 153/1887 modificado por el 
artículo 264 del código general del proceso, esto es, perfeccionar los actos procesales 
que ya habían comenzado, surtido lo cual se debía ajustar el trámite al nuevo estatuto. 
No obstante, ese análisis e intelección fue recientemente reexaminado por la 
Corte Suprema de Justicia (Auto AP5012-2012/52776), que luego de considerar que 
dicha interpretación era contraria al principio del efecto útil de las normas, al conllevar 
una restricción de los objetivos de dicho régimen, como quiera que lo limitaba a las 
causales “y lo hacía devenir inane frente a los demás institutos procesales y 
sustantivos propios del procedimiento”, decidió recoger el anterior criterio 
jurisprudencial y en su lugar fijar la siguientes reglas: 
 
(i) Los procesos de extinción de dominio iniciados durante la vigencia de 
la ley 793/2002 deberán agotarse íntegramente con apego a esa 
normatividad. 
(ii) Los procesos de extinción de dominio iniciados durante la vigencia de 
la ley 1453/2011 deberán agotarse íntegramente con apego a esa 
normatividad. 
(iii) Los que hayan comenzado luego de la promulgación de la ley 
1708/2014 se regirán por esta codificación; y también se adelantarán con 
apego a ésta aquellos que, aun habiendo iniciado antes de su entrada en 
vigor, tengan origen en una causal de extinción de dominio distinta de las 
señaladas en los numerales 1 a 7 del artículo 2 de la ley 72 de la ley 
1453/2011. (Auto AP5012-2012/52776) 
22 
 
Las anteriores pautas atienden la tesis de la razón objetiva desarrollada por la Sala de 
Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia ante la problemática derivada del 
tránsito legislativo de las codificaciones de procedimiento penal –ley 600/2000 y 906/ 
2004–; en otras palabras, surte el efecto de un mecanismo para determinar el sistema 
procesal aplicable dada la coexistencia de las normas, que consiste en adelantar la 
actuación bajo la misma normatividad por la cual se rigieron las actividades 
investigativas, determinación que, examinada de manera objetiva, resulta acertada 
dado que la postura anterior generaba una mayor problemática al plantear una mixtura 
entre procedimientos dispares, con fases diversas y reglas incompatibles, como se 
expuso previamente. Cabe advertir que, no obstante el plausible pronunciamiento de la 
Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, hasta el momento no existe seguridad en 
















CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 
 
A partir de este artículo se colige lo siguiente: 
1. La acción de extinción de dominio dentro de nuestro ordenamiento jurídico 
constituye una herramienta de suma importancia, en tanto se convierte en un 
mecanismo idóneo para enfrentar el patrimonio conseguido a través de la ilicitud o 
destinado a ella. 
2. Este instrumento jurídico encuentra correspondencia con una política criminal 
encaminada a evitar que recursos y bienes de origen espurio ingresen y/o circulen en el 
sistema económico legal, a la vez que logra la desarticulación de organizaciones 
criminales e incentiva la consecución del patrimonio por medio del trabajo honesto. 
3. La extinción de dominio no es una figura nueva, ya que fue establecida por el 
constituyente de 1991, aunque fue gracias a la Convención de Viena de 1988 que se 
logró el compromiso de su reglamentación. 
4. Su modelo procesal ha sido objeto de diferentes modificaciones e 
interpretaciones, alcanzando con la más reciente codificación definir la naturaleza 
jurídica de la acción, así como establecer un cuerpo normativo autónomo en el que se 
encuentran los principios y reglas desarrolladas en diferentes sentencias de 
constitucionalidad.  
5. La acción extintiva es autónoma e independiente pues su procedencia no está 
supeditada a que la situación fáctica por la que se adelanta genere o no un juicio de 
responsabilidad penal; de ahí que su naturaleza no esté relacionada dentro del 
contexto del ius puniendi. 
6. A pesar de los diferentes avances que ha generado la instauración de un 
procedimiento especial, se observa que por momentos se presenta una regresión, dado 
que las reformas que se realizan en gran parte generan incoherencia sistemática, por 
ejemplo, al pretender asimilar la solicitud extintiva del ente instructor con una demanda 
civil y, por ende, armonizar su trámite con el régimen procesal establecido en el Código 
General de Proceso, más aún cuando no se especifica su alcance, lo que ocasiona 
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incongruencias y contradicciones, como antes había sucedido con la reglamentación 
del 2002. 
7. No existe claridad acerca de quiénes ostentan la calidad de afectados y, por 
tanto, quiénes pueden participar en la acción de extinción de dominio, por lo que no 
existe seguridad jurídica para determinar si aquellos que no gozan de un derecho real 
sobre el bien que se persigue pueden tener tal calidad.  
8. Si bien en el actual Código de Extinción de Dominio se han impuesto unos 
fines o propósitos que deben cumplirse en la fase inicial a cargo de la Fiscalía General 
de la  Nación, debe realizarse un fortalecimiento en esa de etapa de investigación para 
que esa labor investigativa sea eficaz, lo que propiciaría una mayor ecuanimidad y 
celeridad en el proceso.  
9. Aunque la mayoría de las reformas legales han versado sobre el esquema 
procesal, se ha dejado de lado que muchos de los problemas de la eficiencia de la 
acción no son jurídicos sino administrativos, como quiera que la precaria administración 
en algunos casos ha conllevado que una gran cantidad de bienes que están a cargo del 
fisco pierdan su valor adquisitivo, por deterioro, destrucción, extravío, ocupación de 
poseedores, obligaciones crediticias a favor de terceros o porque el apoderado 
desconoce en su totalidad los bienes que tiene que administrar. 
10. Por último, se concluye que a futuro podría estudiarse la posibilidad de 
instaurar un procedimiento oral y adversarial que tenga en cuenta factores como la 
necesidad de que existan mayores garantías, desconcentración funcional y celeridad 














Cámara de representantes [C.R.] (2002). Exposición de motivos proyecto de ley 86. 
Gaceta Oficial 402, (Colom.). 
Cámara de representantes [C.R.] (2013). Exposición de motivos proyecto de ley 263, 
Gaceta Oficial 174, (Colom.). 
Código de Extinción de Dominio [C.E.D.] (enero 20 de 2014) Ley 1708 (Colom.). 
Código General del Proceso [C.G.P.] (julio 12 de 2012) Ley 1564 de 2012, (Colom.). 
Colombia, Congreso de la República (1986). Constitución Política de Colombia. 
Colombia, Congreso de la República (1991). Constitución Política de Colombia.  
Congreso de la República (Agosto 5 de 1936). Acto legislativo 01. D.O. núm. 23.263. 
Congreso de la República  (2016). Exposición de Motivos proyecto de ley 171, Gaceta 
Oficial 946. 
Consejo Superior de la Judicatura [C.S. Jud], (enero 15 de 2003). Sala Administrativa, 
Acuerdo No. 1692, (Colom.).  
Consejo Superior de la Judicatura [C.S. Jud], (marzo 19 de 2010). Sala Administrativa, 
Acuerdo PSAA10-6853, (Colom.).  
Consejo Superior de la Judicatura [C.S. Jud], (octubre 12 de 2011). Sala Administrativa, 
Acuerdo PSAA11-8724, (Colom.).  
Consejo Superior de la Judicatura [C.S. Jud],  (mayo 17 de 2016). Sala Administrativa, 
Acuerdo PSAA16-10517, (Colom.).  
Corte Constitucional de Colombia [C.C.], (abril 12 de 1994), M.P.: A. Martínez 
Caballero, Sentencia C-176 de 1994, (Colom.). 
Corte Constitucional de Colombia [C.C,], (agosto 12 de 2015), M.P.: A. Rojas Ríos, 
Sentencia C-516 de 2015, (Colom.). 
Corte Constitucional de Colombia [C.C.], (agosto 13 de 1997), M.P.: J. G. Hernández 
Galindo, Sentencia C-374 de1997 (Colom.). 
26 
 
Corte Constitucional de Colombia [C.C.], (agosto 28 de 1997), M.P.: J. G. Hernández 
Galindo, Sentencia C-409 de 1997, (Colom.). 
Corte Constitucional de Colombia [C.C.], (agosto 28 de 2003), M.P.: J. Córdoba Triviño, 
Sentencia C-740 de 2003, (Colom.). 
Corte Constitucional de Colombia [C.C.], (diciembre 10 de 2014), M.P.: M. V. Sáchica 
Méndez, Sentencia C-958 de 2014, (Colom.). 
Corte Constitucional de Colombia [C.C.], (febrero 22 de 2001), M.P.: C. Gaviria Díaz, 
Sentencia T-212 de 2001, (Colom.). 
Corte Constitucional de Colombia [C.C.], (noviembre 18 de 1998), M.P.: F Morón Díaz, 
Sentencia C-677 de 1998, (Colom.) 
Corte Constitucional de Colombia [C.C.], (noviembre 18 de 2002), M.P.: C. I. Vargas 
Hernández, Sentencia C-1007 de 2002, (Colom.). 
Corte Suprema de Justicia [C.S.J.], (marzo 15 de 2017) Sala de Casación Penal, M.P.: 
J.L. Barceló Camacho, Auto AP1654-2017/49874, (Colom.). 
Corte Suprema de Justicia [C.S.J.], (febrero 24 de 2016) Sala de Casación Penal, M.P.: 
L. G. Salazar Otero, Auto AP983-2016/47511, (Colom.). 
Fiscalía General de la Nación [F.G.N.], (agosto 21 de 2002) Informe DFGN - Oficio No. 
000470, Bogotá D.C. 
García Gallo, A. (1983). Metodología de la historia de textos jurídicos. Recuperado de 
https://dialnet.unirioja.es/descarga/articulo/134432.pdf.  
Ley 1395 de 2010. Por la cual se adoptan medidas en materia de descongestión 
judicial, Julio 12 de 2010. D.O. núm. 47768. 
Ley 1453 de 2011. Por medio de la cual se reforma el Código Penal, el Código de 
Procedimiento Penal, el Código de Infancia y Adolescencia, las reglas sobre 
extinción de dominio y se dictan otras disposiciones en materia de seguridad. 
Junio 24 de 2011. D.O. núm. 48110. 
27 
 
Ley 1849 de 2017. Por medio de la cual se modifica y adiciona la Ley 1708 de 2014, 
Código de Extinción de Dominio y se dictan otras disposiciones. Julio 19 de 2017. 
D.O. núm. 50299. 
Ley 333 de 1996. Por la cual se establecen las normas de extinción de dominio sobre 
los bienes adquiridos en forma ilícita. Diciembre 23 de 1996. D.O. núm. 42945. 
Ley 793 de 2002. Por la cual se deroga la Ley 333 de 1996 y se establecen reglas que 
gobiernan la extinción de dominio. Diciembre 27 de 2002. D.O. núm. 45046. 
Martínez Sánchez, W. et al. (2015).  La Extinción del Derecho de Dominio en Colombia. 
Bogotá: Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito [UNODC] 
Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito [UNODC] (2011) Ley Modelo 
de Extinción de Dominio para América Latina, Programa de Asistencia Legal en 
América Latina y el Caribe (LAPLAC). 
Organización de las Naciones Unidas [ONU] (1988). Convención de Viena contra el 
Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas. Artículo 5.  
Presidencia de la República de Colombia, (septiembre 3 de 2002) Decreto 1975 de 
2002  D.O. núm. 44.922. 
Rivera Ardila, R. (2018). La extinción de dominio, un análisis al Código de Extinción de 
dominio. 2a ed. Bogotá: Leyer. 
Tobar Torres, J. A., (2014) Aproximación general a la acción de extinción de dominio en 
Colombia. Revista Civilizar, Ciencias Sociales y Humanas, 14(26), 17-38. 
Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá [T. Sup. Btá] (julio 23 de 2018) Sala de 
Extinción de Dominio, M.P.: W. Salamanca Daza, Auto Rad. 201600005, (Colom.). 
Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá [T. Sup. Btá] (marzo 20 de 2018) Sala 
de Extinción de Dominio, M.P.: P. O. Avella Franco, Auto Rad. 
201600003/E.D.200, (Colom.). 
Vásquez Betancur, S. (2018). Fundamentos e Imputación en materia de extinción del 
derecho de dominio. (Trabajo de grado). Universidad Nacional de Colombia, 
Bogotá D.C., Colombia. 
